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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS (CPEUM) 

 
Artículo 6o. … 
Toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como a buscar, 

recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión. 
Párrafo adicionado DOF 11-06-2013 

 
El Estado garantizará el derecho de acceso a las tecnologías de la información y comunicación, así 

como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de banda ancha e internet. Para 
tales efectos, el Estado establecerá condiciones de competencia efectiva en la prestación de dichos 
servicios. 
Párrafo adicionado DOF 11-06-2013 

 
Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se observará lo siguiente: 

Párrafo adicionado DOF 11-06-2013 

 
A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación y las entidades 

federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y 
bases: 
Párrafo reformado (para quedar como apartado A) DOF 11-06-2013. Reformado DOF 29-01-2016 

 
I.  Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los 

Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y 
fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza 
recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es 
pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad 
nacional, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá 
prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo 
acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará 
los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la 
información. 

Fracción reformada DOF 07-02-2014 

 
 
V.  Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en archivos administrativos 

actualizados y publicarán, a través de los medios electrónicos disponibles, la información 
completa y actualizada sobre el ejercicio de los recursos públicos y los indicadores que 
permitan rendir cuenta del cumplimiento de sus objetivos y de los resultados obtenidos. 

Fracción reformada DOF 07-02-2014 

 

 
Título Quinto 

De los Estados de la Federación y de la Ciudad de México 
Denominación del Título reformada DOF 25-10-1993, 29-01-2016 

 
Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, 

representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su división territorial y de su 
organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las bases siguientes: 

Párrafo reformado DOF 10-02-2014 

 
I.  Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa, integrado 

por un Presidente o Presidenta Municipal y el número de regidurías y sindicaturas que la ley 
determine, de conformidad con el principio de paridad. La competencia que esta Constitución 
otorga al gobierno municipal se ejercerá por el Ayuntamiento de manera exclusiva y no habrá 
autoridad intermedia alguna entre éste y el gobierno del Estado. 

Párrafo reformado DOF 23-12-1999, 06-06-2019 
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Las Constituciones de los estados deberán establecer la elección consecutiva para el mismo 
cargo de presidentes municipales, regidores y síndicos, por un período adicional, siempre y 
cuando el periodo del mandato de los ayuntamientos no sea superior a tres años. La 
postulación sólo podrá ser realizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos 
integrantes de la coalición que lo hubieren postulado, salvo que hayan renunciado o perdido 
su militancia antes de la mitad de su mandato. 

Párrafo reformado DOF 10-02-2014 

 
Las Legislaturas locales, por acuerdo de las dos terceras partes de sus integrantes, podrán 
suspender ayuntamientos, declarar que éstos han desaparecido y suspender o revocar el 
mandato a alguno de sus miembros, por alguna de las causas graves que la ley local 
prevenga, siempre y cuando sus miembros hayan tenido oportunidad suficiente para rendir las 
pruebas y hacerlos (sic DOF 03-02-1983) alegatos que a su juicio convengan. 

 
Si alguno de los miembros dejare de desempeñar su cargo, será sustituido por su suplente, o 
se procederá según lo disponga la ley. 

Párrafo reformado DOF 23-12-1999 

 
En caso de declararse desaparecido un Ayuntamiento o por renuncia o falta absoluta de la 
mayoría de sus miembros, si conforme a la ley no procede que entren en funciones los 
suplentes ni que se celebren nuevas elecciones, las legislaturas de los Estados designarán de 
entre los vecinos a los Concejos Municipales que concluirán los períodos respectivos; estos 
Concejos estarán integrados por el número de miembros que determine la ley, quienes 
deberán cumplir los requisitos de elegibilidad establecidos para los regidores; 

Párrafo reformado 

 

 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y  
SOBERANO DE COLIMA 

 

Artículo 5º 
 
A. La población tiene derecho a estar informada de manera continua y eficiente sobre las 
actividades que lleven a cabo las autoridades del Estado y de los municipios y, en general, 
sobre los acontecimientos de su entorno local y regional. 
 
Es derecho de los colimenses el acceso a la sociedad de la información y el conocimiento. La 
política de Estado respectiva deberá estar orientada al desarrollo y dirigirse a todos los 
sectores de la sociedad; tendrá el propósito de lograr una comunidad integrada y plenamente 
intercomunicada, a fin de que cada uno de sus integrantes viva en un entorno de igualdad de 
oportunidades, con respeto a su diversidad e identidad culturales. 
 
B. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá 
acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales y a la rectificación de éstos.  
 
En la interpretación del derecho de acceso a la información deberá prevalecer el principio de 
máxima publicidad y su ejercicio se regirá por los siguientes principios y bases: 
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I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano u organismo de 
los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial del Estado, de los municipios, órganos 
autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier 
persona física, moral o sindicato, que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de 
autoridad en el ámbito del Estado y los municipios, es pública y sólo podrá ser reservada 
temporalmente por razones de interés público y seguridad, en los términos que fijen las 
leyes; 

 
II. La información que se refiere a la vida privada y a los datos personales será protegida en 

los términos y con las excepciones que fijen las leyes; 
 
III. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus 

facultades, competencias y funciones; la ley determinará los supuestos específicos bajo los 
cuales procederá la declaración de inexistencia de la información. 

 
Asimismo, deberán preservar sus documentos en archivos administrativos actualizados, y 
publicarán, a través de los medios electrónicos disponibles, la información completa y 
actualizada sobre el ejercicio de los recursos públicos y los indicadores que permitan rendir 
cuenta del cumplimiento de sus objetivos y de los resultados obtenidos. 
 
Las leyes determinarán la manera en que deberán hacer pública la información relativa a los 
recursos públicos que entreguen a personas físicas o morales. 
 
La ley establecerá mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión 
expeditos que se sustanciarán ante el Instituto de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Protección de Datos del Estado de Colima. 
 
La inobservancia a las disposiciones en materia de acceso a la información pública será 
sancionada en los términos que dispongan las leyes. 
 
Artículo 90 
 
El Estado de Colima adopta para su régimen interior la forma de gobierno republicano, 
representativo y popular, y tiene al Municipio Libre como base de su división territorial y de su 
organización política y administrativa, conforme a las siguientes bases: 
 

       (REFORMADO DECRETO 113, P.O. 57, 03 AGOSTO 2019) 
I. Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa, 

integrado por una Presidenta o Presidente Municipal, una Síndica o Síndico y 
Regidoras y Regidores propietarios y suplentes, en los términos de esta 
Constitución, electos de conformidad con la ley electoral. 

 
 

La competencia que la Constitución Federal y esta Constitución otorgan al gobierno 
municipal, será ejercida exclusivamente por el Ayuntamiento y no habrá autoridad 
intermedia alguna entre éste y el Gobierno del Estado. 

 

       (REFORMADO DECRETO 113, P.O. 57, 03 AGOSTO 2019) 
Las presidentas y presidentes municipales, las síndicas y los síndicos, así como 
las regidoras y los regidores de los ayuntamientos de elección popular directa 
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durarán tres años en su cargo y tendrán derecho a ser electos consecutivamente 
para el mismo cargo por un periodo adicional. La postulación sólo podrá ser 
realizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos integrantes de la 
coalición que los hayan postulado, salvo que hayan renunciado o perdido su 
militancia antes de la mitad de su mandato. Las personas que por elección 
indirecta o por nombramiento o designación de alguna autoridad, desempeñen las 
funciones propias de esos cargos, cualquiera que sea la denominación que se les 
dé, podrán ser electas en el mismo cargo para el periodo inmediato. 

 
En caso de que no se realicen las elecciones municipales o éstas se declaren nulas, el 
Congreso designará un Concejo Municipal que estará en funciones hasta que tomen 
posesión los integrantes del Ayuntamiento que hayan sido electos en los comicios 
extraordinarios. 

 
De no presentarse ninguno de los munícipes propietarios electos a tomar posesión de 
sus cargos, o los que se presenten no sean suficientes para integrar quórum, continuará 
en funciones el cabildo saliente, de conformidad con el artículo 140 de esta Constitución, 
el que citará de inmediato a los munícipes propietarios que hayan asistido y a los 
suplentes de quienes no lo hicieron, para que tomen posesión de sus cargos, en sesión 
solemne que deberá celebrarse dentro de los cinco días siguientes. Si nuevamente no 
puede integrarse el cabildo, los munícipes en funciones informarán de ello al Congreso, a 
efecto de que se designe un Concejo Municipal y proceda a convocar a elecciones 
extraordinarias. De presentarse a la sesión solemne el número suficiente de munícipes 
propietarios electos para integrar quórum, pero no la totalidad, éstos recibirán el 
Ayuntamiento y, de conformidad con la ley respectiva, llamarán a los propietarios 
restantes; de reincidir éstos en su inasistencia sin causa justificada, se llamará a los 
suplentes. Las disposiciones de este párrafo serán aplicables, en lo conducente, al caso 
de los concejales. 

 
El Congreso del Estado, por acuerdo de cuando menos dos terceras partes de sus 
integrantes, podrá declarar que los ayuntamientos han desaparecido o se han 
desintegrado, y suspender y revocar el mandato a cualesquiera de sus miembros, por las 
causas que determina esta Constitución, siempre que sus integrantes hayan tenido 
oportunidad suficiente para rendir las pruebas y hacer los alegatos que a su juicio 
convengan, de conformidad con los procedimientos establecidos en las leyes respectivas. 

 
La declaratoria de desaparición de ayuntamientos procederá únicamente en caso de 
fusión de municipios. 

 
La desintegración de un Ayuntamiento procederá por la falta absoluta de la mayoría de 
sus miembros, tanto propietarios como suplentes, cualquiera que haya sido el motivo, sin 
que pueda integrarse nuevamente. 

 
En caso de declararse la desintegración de un Ayuntamiento en el primer año del periodo 
constitucional, se convocará a elecciones extraordinarias, que se celebrarán dentro de un 
plazo que no exceda los sesenta días naturales a partir de la declaratoria, nombrando en 
tanto el Congreso un Concejo Municipal de entre los vecinos del Municipio. Si se está en 
los dos últimos años del ejercicio, el Concejo Municipal concluirá dicho periodo. 
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Los concejos municipales se integrarán por un presidente, un síndico y tantos concejales 
como regidores deba tener ese Municipio según el principio de mayoría relativa. Los 
integrantes deben cumplir todos los requisitos de elegibilidad establecidos para los 
regidores.  
 
Los miembros de los ayuntamientos podrán ser suspendidos de los cargos para los 
cuales fueron electos en los siguientes casos: 
 
a) Incumplimiento reiterado de sus facultades y obligaciones sin causa justificada; 
 
b) Inasistencia consecutiva a cinco sesiones de cabildo sin causa justificada; 
 
c) Incapacidad física o legal permanente; y 
 
d) Cuando se susciten entre ellos conflictos que impidan el cumplimiento de los fines del 

Ayuntamiento o el ejercicio de sus funciones. 
 
El mandato otorgado a alguno de los miembros del Ayuntamiento sólo podrá ser 
revocado cuando no reúna los requisitos de elegibilidad previstos para tal caso; cuando 
se le imponga como sanción la inhabilitación por sentencia judicial que haya causado 
estado, o cuando la pena impuesta exceda del término de su ejercicio. 
 
Si alguno de los miembros del cabildo o del Concejo Municipal deja de desempeñar su 
cargo por cualquier causa, será sustituido por su suplente y, en caso de impedimento o 
falta absoluta de éste, el cabildo designará por mayoría calificada a uno de los demás 
suplentes. 
 
Las faltas temporales del Presidente Municipal, hasta por quince días, serán suplidas por 
el Secretario del Ayuntamiento, conforme al procedimiento que establezca la ley 
reglamentaria. En las faltas definitivas se llamará en primer lugar a su suplente y sólo en 
el caso de impedimento o falta absoluta de éste, el cabildo, por mayoría de cuando 
menos las dos terceras partes de sus miembros, nombrará para sustituirlo a un munícipe 
en funciones. 
 
Cualquier ciudadano residente de un Municipio, bajo su más estricta responsabilidad y 
mediante la presentación de elementos de prueba, podrá denunciar ante el Congreso 
cualquier circunstancia que incida en la actuación de los munícipes y pueda ser causa de 
aplicación de lo dispuesto en esta fracción; 
 

LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA 

 
Artículo 1. La presente Ley es de orden público y de observancia general en toda la República, es 

reglamentaria del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia 
de transparencia y acceso a la información. 

 
Tiene por objeto establecer los principios, bases generales y procedimientos para garantizar el 

derecho de acceso a la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo 
de los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y 
fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos 
públicos o realice actos de autoridad de la Federación, las Entidades Federativas y los municipios. 
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Capítulo III 
De los Sujetos Obligados 

 
Artículo 24. Para el cumplimiento de los objetivos de esta Ley, los sujetos obligados deberán 

cumplir con las siguientes obligaciones, según corresponda, de acuerdo a su naturaleza: 
 
IV. Constituir y mantener actualizados sus sistemas de archivo y gestión documental, conforme 

a la normatividad aplicable; 
 
 
Artículo 25. Los sujetos obligados serán los responsables del cumplimiento de las obligaciones, 

procedimientos y responsabilidades establecidas en esta Ley, la Ley Federal y las correspondientes de 
las Entidades Federativas, en los términos que las mismas determinen. 

 

LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 
DEL ESTADO DE COLIMA 

 
Artículo 1.- La presente Ley es de orden público e interés social, de observancia general en el 
territorio del Estado de Colima, y es reglamentaria de los artículos 6º de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos y 1º, fracción IV, de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Colima, en materia de transparencia y acceso a la información pública. 

Tiene por objeto establecer las condiciones a que deben sujetarse autoridades, entidades, 
órganos, organismos, personas físicas o morales que posean información para transparentar 
sus actividades; sustentar los mecanismos de coordinación con el Sistema Nacional de 
Transparencia, así como garantizar el ejercicio del derecho que a toda persona corresponde, de 
tener acceso a la información pública en el Estado de Colima. 

Artículo 12.- Los sujetos obligados deberán impartir cursos, talleres, seminarios, así como otras 
formas de enseñanza que consideren pertinente para capacitar y actualizar a los servidores 
públicos a su servicio en la cultura de apertura de la información pública. 

 

Artículo 24.- Cada sujeto obligado deberá sistematizar la información para facilitar que sea 
accesible y comprensible, para lo cual deberá sujetarse a los lineamientos técnicos que emita el 
Sistema Nacional de Transparencia así como a las disposiciones específicas de esta Ley, y a las 
determinaciones del Organismo Garante. En todo caso se dispondrá que la publicación se realice 
con perspectiva de género y procurando implementar medidas que permitan el acceso a la 
información a las personas con discapacidad. 

Las páginas de internet de los sujetos obligados deberán mostrar en el inicio de sus portales, un 
aviso claramente visible que indique cómo tener acceso a la información que previene este 
capítulo, debiendo incluirse además buscadores temáticos que faciliten dicha labor. Así 
también, en la propia página de inicio colocarán un ícono de acceso, fácilmente identificable 
para vincularse directamente a la Plataforma Nacional de Transparencia. 
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LEY GENERAL DE ARCHIVOS 
Artículo 1. La presente Ley es de orden público y de observancia general en todo el territorio 

nacional, y tiene por objeto establecer los principios y bases generales para la organización y 
conservación, administración y preservación homogénea de los archivos en posesión de cualquier 
autoridad, entidad, órgano y organismo de los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, órganos 
autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, 
moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad de la federación, 
las entidades federativas y los municipios. 

 
Así como determinar las bases de organización y funcionamiento del Sistema Nacional de Archivos 

y fomentar el resguardo, difusión y acceso público de archivos privados de relevancia histórica, social, 
cultural, científica y técnica de la Nación. 

 
Artículo 4. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 
 
XXV. Documentos históricos: A los que se preservan permanentemente porque poseen valores 

evidenciales, testimoniales e informativos relevantes para la sociedad, y que por ello forman 
parte íntegra de la memoria colectiva del país y son fundamentales para el conocimiento de 
la historia nacional, regional o local; 

 

XXXV. Grupo interdisciplinario: Al conjunto de personas que deberá estar integrado por el 

titular del área coordinadora de archivos; la unidad de transparencia; los titulares de las 
áreas de planeación estratégica, jurídica, mejora continua, órganos internos de control o sus 
equivalentes; las áreas responsables de la información, así como el responsable del archivo 
histórico, con la finalidad de coadyuvar en la valoración documental; 

 
Artículo 11. Los sujetos obligados deberán: 
 
II. Establecer un sistema institucional para la administración de sus archivos y llevar a cabo los 

procesos de gestión documental; 
 
V. Conformar un grupo interdisciplinario en términos de las disposiciones reglamentarias, que 

coadyuve en la valoración documental; 
 
Artículo 20. El Sistema Institucional es el conjunto de registros, procesos, procedimientos, criterios, 

estructuras, herramientas y funciones que desarrolla cada sujeto obligado y sustenta la actividad 
archivística, de acuerdo con los procesos de gestión documental. 

 
Todos los documentos de archivo en posesión de los sujetos obligados formarán parte del sistema 

institucional; deberán agruparse en expedientes de manera lógica y cronológica, y relacionarse con un 
mismo asunto, reflejando con exactitud la información contenida en ellos, en los términos que 
establezca el Consejo Nacional y las disposiciones jurídicas aplicables. 

 
Artículo 21. El Sistema Institucional de cada sujeto obligado deberá integrarse por: 
 
I. Un área coordinadora de archivos, y 
 
II. Las áreas operativas siguientes: 

 
a) De correspondencia; 
 
b) Archivo de trámite, por área o unidad; 
 
c) Archivo de concentración, y 
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d) Archivo histórico, en su caso, sujeto a la capacidad presupuestal y técnica del sujeto 
obligado. 

 
Los responsables de los archivos referidos en la fracción II, inciso b), serán nombrados por el titular 

de cada área o unidad; los responsables del archivo de concentración y del archivo histórico serán 
nombrados por el titular del sujeto obligado de que se trate. 

 
Los encargados y responsables de cada área deberán contar con licenciatura en áreas afines o 

tener conocimientos, habilidades, competencias y experiencia acreditada en archivística. 
 
Artículo 50. En cada sujeto obligado deberá existir un grupo interdisciplinario, que es un equipo de 

profesionales de la misma institución, integrado por los titulares de: 
 
I. Jurídica; 
 
II. Planeación y/o mejora continua; 
 
III. Coordinación de archivos; 
 
IV. Tecnologías de la información; 
 
V. Unidad de Transparencia; 
 
VI. Órgano Interno de Control, y 
 
VII. Las áreas o unidades administrativas productoras de la documentación. 
 
El grupo interdisciplinario, en el ámbito de sus atribuciones, coadyuvará en el análisis de los 

procesos y procedimientos institucionales que dan origen a la documentación que integran los 
expedientes de cada serie documental, con el fin de colaborar con las áreas o unidades administrativas 
productoras de la documentación en el establecimiento de los valores documentales, vigencias, plazos 
de conservación y disposición documental durante el proceso de elaboración de las fichas técnicas de 
valoración de la serie documental y que, en conjunto, conforman el catálogo de disposición 
documental. 

 
El grupo interdisciplinario podrá recibir la asesoría de un especialista en la naturaleza y objeto social 

del sujeto obligado. 
 
El sujeto obligado podrá realizar convenios de colaboración con instituciones de educación superior 

o de investigación para efectos de garantizar lo dispuesto en el párrafo anterior. 
 
Artículo 51. El responsable del área coordinadora de archivos propiciará la integración y 

formalización del grupo interdisciplinario, convocará a las reuniones de trabajo y fungirá como 
moderador en las mismas, por lo que será el encargado de llevar el registro y seguimiento de los 
acuerdos y compromisos establecidos, conservando las constancias respectivas. 

 
Durante el proceso de elaboración del catálogo de disposición documental deberá: 
 
I. Establecer un plan de trabajo para la elaboración de las fichas técnicas de valoración 

documental que incluya al menos: 
 
a) Un calendario de visitas a las áreas productoras de la documentación para el levantamiento 

de información, y 
 
b) Un calendario de reuniones del grupo interdisciplinario. 
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II. Preparar las herramientas metodológicas y normativas, como son, entre otras, bibliografía, 
cuestionarios para el levantamiento de información, formato de ficha técnica de valoración 
documental, normatividad de la institución, manuales de organización, manuales de 
procedimientos y manuales de gestión de calidad; 

 
III. Realizar entrevistas con las unidades administrativas productoras de la documentación, 

para el levantamiento de la información y elaborar las fichas técnicas de valoración 
documental, verificando que exista correspondencia entre las funciones que dichas áreas 
realizan y las series documentales identificadas, y 

 
IV. Integrar el catálogo de disposición documental. 
 
Artículo 52. Son actividades del Grupo Interdisciplinario, las siguientes: 
 
I. Formular opiniones, referencias técnicas sobre valores documentales, pautas de 

comportamiento y recomendaciones sobre la disposición documental de las series 
documentales; 

 
II. Considerar, en la formulación de referencias técnicas para la determinación de valores 

documentales, vigencias, plazos de conservación y disposición documental de las series, la 
planeación estratégica y normatividad, así como los siguientes criterios: 

 
a) Procedencia. Considerar que el valor de los documentos depende del nivel jerárquico que 

ocupa el productor, por lo que se debe estudiar la producción documental de las unidades 
administrativas productoras de la documentación en el ejercicio de sus funciones, desde el 
más alto nivel jerárquico, hasta el operativo, realizando una completa identificación de los 
procesos institucionales hasta llegar a nivel de procedimiento; 

 
b) Orden original. Garantizar que las secciones y las series no se mezclen entre sí. Dentro de 

cada serie debe respetarse el orden en que la documentación fue producida; 
 
c) Diplomático. Analizar la estructura, contexto y contenido de los documentos que integran la 

serie, considerando que los documentos originales, terminados y formalizados, tienen 
mayor valor que las copias, a menos que éstas obren como originales dentro de los 
expedientes; 

 
d) Contexto. Considerar la importancia y tendencias socioeconómicas, programas y 

actividades que inciden de manera directa e indirecta en las funciones del productor de la 
documentación; 

 
e) Contenido. Privilegiar los documentos que contienen información fundamental para 

reconstruir la actuación del sujeto obligado, de un acontecimiento, de un periodo concreto, 
de un territorio o de las personas, considerando para ello la exclusividad de los documentos, 
es decir, si la información solamente se contiene en ese documento o se contiene en otro, 
así como los documentos con información resumida, y 

 
f) Utilización. Considerar los documentos que han sido objeto de demanda frecuente por parte 

del órgano productor, investigadores o ciudadanos en general, así como el estado de 
conservación de los mismos. Sugerir, cuando corresponda, se atienda al programa de 
gestión de riesgos institucional o los procesos de certificación a que haya lugar. 

 
III. Sugerir que lo establecido en las fichas técnicas de valoración documental esté alineado a 

la operación funcional, misional y objetivos estratégicos del sujeto obligado; 
 
IV. Advertir que en las fichas técnicas de valoración documental se incluya y se respete el 

marco normativo que regula la gestión institucional; 
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V. Recomendar que se realicen procesos de automatización en apego a lo establecido para la 

gestión documental y administración de archivos, y 
 
VI. Las demás que se definan en otras disposiciones. 
 
Artículo 54. El Grupo Interdisciplinario para su funcionamiento emitirá sus reglas de operación. 

 

 

ANEXO DEL ACUERDO CONAIP/SNT/ACUERDO/EXT13/04/2016-03 

LINEAMIENTOS PARA LA ORGANIZACIÓN Y CONSERVACIÓN DE 

ARCHIVOS 

 

CAPÍTULO II 

DE LOS CRITERIOS PARA LA SISTEMATIZACIÓN 

SECCIÓN PRIMERA 

Sexto. Para la sistematización de los archivos los Sujetos obligados deberán: 

V.         Elaborar los instrumentos de control y consulta archivísticos, a través del análisis de 

los procesos con los que cuenten los Sujetos obligados conforme a sus atribuciones y 
funciones; 

Séptimo. El Sistema Institucional de Archivos es el conjunto de estructuras, 
funciones, registros, procesos, procedimientos y criterios que desarrolla cada sujeto 
obligado, a través de la ejecución de la Gestión documental. 

Octavo. Todos los documentos de archivo en posesión de los Sujetos obligados 
formarán parte del Sistema Institucional de Archivos; deberán agruparse en un 
expediente por cada asunto con un orden lógico, y cronológico. 

  

Noveno. El Sistema Institucional de Archivos operará a través de las unidades e 
instancias siguientes: 

I.          Normativa: 

a)    Área coordinadora de archivos, y 

b)    Comité de transparencia. 

II.         Operativas: 

a)    Correspondencia u oficialía de partes; 

b)    Responsable del Archivo de trámite; 

c)    Responsable del Archivo de concentración, y 

d)    Responsable del Archivo histórico, en su caso. 
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Los responsables de los archivos referidos en la fracción II, inciso b), serán 
nombrados por el titular de cada área o unidad; los demás responsables serán 
nombrados por el titular del sujeto obligado de que se trate. 

Los responsables de los archivos deberán contar con conocimientos, habilidades, 
destrezas y aptitudes en materia archivística. 

Décimo. Las funciones de las áreas normativas son las siguientes: 

I.          Área coordinadora de archivos: 

a)    Diseñar, proponer, desarrollar, instrumentar los planes, programas y proyectos de 

desarrollo archivístico; 

b)    Elaborar las políticas y medidas técnicas para la regulación de los procesos 

archivísticos durante el ciclo vital de los documentos de archivo; 

c)    Formular los instrumentos de control archivístico; 

d)    Fungir como Secretario en el Grupo interdisciplinario; 

e)    Participar como invitado permanente en las sesiones del Comité de Transparencia, y 

f)     Las demás que establezcan las disposiciones aplicables. 

II.         Comité de transparencia: 

a)    Aprobar las políticas, manuales e instrumentos archivísticos formulados por el 

área coordinadora de archivos; 

b)    Apoyar en los programas de valoración documental; 

c)    Propiciar el desarrollo de medidas y acciones permanentes para el resguardo 

y conservación de documentos y expedientes clasificados, y de aquellos que sean 
parte de los sistemas de datos personales en coordinación y concertación con los 
responsables de las unidades de archivo; 

d)    Dar seguimiento a la aplicación de los instrumentos de control y consulta 

archivísticos para la protección de la información confidencial; 

e)    Aprobar los instrumentos de control archivístico, y 

f)     Las demás que establezcan las disposiciones aplicables. 

 

TRANSITORIOS 

Séptimo. Los Sujetos obligados deberán contar con un grupo interdisciplinario a más 

tardar a los 12 meses posteriores a la entrada en vigor de los presentes Lineamientos. 


